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Panamá, 6 de mayo de 2024
Nota C-078-24

Licenciado
Franklin Amaya Jovane
Ciudad.

Ref.: Obligatoriedad o no por parte de los servidores públicos, custodios de una

información, de certificar la misma.

Licenciado Amaya:

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 41 de la Constitución Política, en concordancta

con el numeral 6, del artículo 3 de la citada Ley No.38 de 2000, damos respuesta a su escrito

presentado el 19 de abril de 2024, relacionado con la obligatoriedad que tienen o no los

servidores públicos de expedir certificaciones sobre cualquier documento o infbrmación que

reposen dentro de expedientes que custodien, en los siguientes términos:

Codorme a la legisloción panameño onteriormente mencionada,
se reconoce el derecho de los particulares (ciudc«lunos en

general), a solicitar a los funcionarios públicos lct emisión de

certificados sobre in/ormación, documentos y demós elementos
que reposen dentro de los expedientes que éstos custodion en

cumplimiento de sus funciones oficiales, siempre y cuando la
información o documentación no sea considerada resemada.

Luego del análisis de lo consultado, esta Procuraduría estima que los servidores públicos,
están obligados a expedir certificaciones sobre cualquier documento o inibrmación que

repose dentro de expedienles que custodien, exceptuando aquella infbrmación que haya sido
clasificada de carácter confidencial y de acceso restringido; y por lo tanto, dichas autoridades
deberán tomar las provisiones debidas para que la información confidencial que es parte de

Por lo lanto, nueslra consulta vo enfocada en la obligatoriedad o
no que tienen los funcionarios públicos de expedir certificación
que sea solicitada por un usuario, sobre información o

documentación que repose dentro de un expediente que se

encuenlre bajo su cargo o responsabilidad. Concretamente si el

funcionario se puede negar o expedir la cerlificación de

información solicilctdo por usuario. "
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un proceso judicial, se mantenga reservada y tenga acceso a ella, únicamente las partes

involucradas en el proceso respectivo.
Es importante en primera instancia indicarle que, la orientación que brindaremos no

constituye un pronunciamiento de fondo o una posición vinculante en cuanto al tema
consultado; no obstante de manera objetiva, nos permitimos contestarle como se indica a
continuación.

Fundamento.lurídico de la Procuraduría dc Ia Administración.a

Antes de dar inicio a[ recorrido juridico propio, que merece el tema objeto de su inlenogante,
es necesario que conozcamos y comprendamos, el concepto del vocablo "expediente", ello,

en aras de poder preciar la connotación y/o vínculo, con el tema de su consulta. Veamos:

Para la Real Academia Española, en su Edición del Tricentenario (actualizada 2023) en su

diccionario de la lengua española, la palabra expediente, es definida como: "Conjunto de

todos los papeles correspondientes a un asunto o negociol"

En ese mismo contexto, la Ley No. 38 de 31 dejulio de 2000 "Que regula el procedimiento
administrativo general", ha deltnido este concepto en los siguientes términos:

"Artículo 201. Los s¡guienles términos ulilizados en esla Ley y
sus reglamenlos, deben ser entendidos conforme a esle glosorio.

44. Expedienle: Conjunto de papeles, documentos y olras
pruebas que pertenece a un asunlo o negocio, acopiodo a

consecuencia de una petición de parte u oficiosamenle por lo
administración por razones de interés público."

En otras palabras, el expediente viene a constituir una recopilación de toda la documentación
que corresponde a una determinada cuestión. También puede tratarse de la serie de

procedimientos de carácter judicial o administrativo que lleva una dependencia del Estado.

Es por ello que, el artículo 496 del Código Judicial establece lo siguiente:

"Artículo 496. Los expedienles podrán ser examinados:

l. Por las partes;
2. Por los abogados inscritos y por los amanuenses

autorizodos por éslos;
3. Por las personas designadas para ejercer cargos como el

de perito, secuestre, depositario o cualquier otro ouxiliar
tle los tribunales:

1. Porfuncionarios del Ministerio Público y, en general, por
cualquier otrofuncionario público por razón de su cargo;

5. Por estudianles de Derecho:

I https://dle.rae.es/expediente
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6. Por las personas autorizados por el secretorio ojuez con

fines de docencia o investigación: y
7. Por cualquier otra persona d prudente árbilro del.luez.

El empleado que Wrmita o persono distinta de las enumerados
anteriormenle el examen de actuaciones o expedienle incurrirá
en las sanciones disciplinarias a que haya lugar"

En concordancia con lo anterior, el artículo 70 de la Ley No. 38 de 3l de julio de 2000.

dispone lo siguiente:

"Artículo 70. Al expediente sol'o tiene acccso. además de los
tos enco de su mildción las

intercsodas, ,sus tt,»odendos. los t¡osuntes de éslo¡. dtbi¿lamenle

ocreditados Dor escrito anle el despacho. v los abosldos. sin

Deriuicio del derecho de terceros inleresatü¡s cn cxaminar el
exoediente u ob lener coDias aulenlicados o certificqdúS de Io

ul idud re L'liva stam trate ¡le in
confidencial o reservú aue obedezca a nes de interé.s

blico ua uadt () I
inleresados. conforme a las dis¡tosiciones legalmenle vigenles

debe cuidor información se maneie con i carátler

La closificación de confidencialidad de una informoción deberá
ser objetivo y ceñirse a las comliciones eslablecidas en leyes

El funck¡nurkt no nodrú nc rse a dar uno informac'ión,
so nrelexto de oue es conlidenciol o de acteso reslrincido. si ésta

no se encuenlra previamente establecida como información
confidencial o de reserva en normos legales vigenles" (Lo

destacado es nuestro).

Cuatro (4) son los aspectos fundamentales que se desprende de la norma previamente citada:

l. Que el Código Judicial, así como la Ley No. 38 de 2000, establece con claridad
quiénes tienen acceso al expediente;

2. Que las personas autorizadas para acceder al expediente podrán obtener copias
(auténticas o cefilicadas) del mismo, siempre que no se trate de infomración
confidencial o de reserva por razones de interés público, o que pueda alectar la
honra o el prestigio de las partes interesadas;

3. Que las copias de documentos o cefificaciones que guarden relación con
información de carácter confidencial, ser¿in emitidas únicamente a solicitud del

Cuando se trate de obtener cooias de documenfos o

cerliicociones que versan sobre informoción conldencial.
aquellas se emiLirán únicamente o soli
Ministerio Público. de los tribunales o de cualquier dependencio
eslulal que hoga conslar que la requiere oora su tramilacitin o

resolver asunto de su comr¡elencia. en cu]¡o caso dicho ouloridad

vige nfes.
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Ministerio Público, los tribunales o de cualquier dependencia estatal que haga
constar que la requiere para su tramitación o resolver asunto de su competencia;
y que,

4. El funcionario encargado de la custodia del expediente, no podrá negarse a dar [a
información y/o documentación, so pretexto que es confidencial o de acceso

restringido, si esta no se encuentra previamente clasificada como tal.

Al respecto, Ley No. 6 de 22 de enero de 2002 "Que dicla normas paro lu trunsparencia crl

la gestión pública, eslablece la acción ¡le Habeas Data y dicla otras disposiciones",
desanolló el derecho fundamental de la libertad de acceso a la inlbrmación oficial del que

gozan todos los ciudadanos, y mediante [a cual se regula la calidad de la información, ya sea

de libre, restringida o confidencial, la solicitud, el plazo para la respuesta y la acción de

habeas data.

En ese sentido, el articulo 2la citada Ley No. 6 de 2002, establece lo siguiente:

"Artículo 2 ne derecho a solicitar , sin necesitlod
de sustentar ¡uslilicación o molivación olsuno, información de

acceso público en ¡toder o en conocimienn¡ de las insliluciones
indicadas en lo presente Ley,

Los empresas privadas que suminislren servicios públicos con

carácfer de exclusividad, están obligodas o proporcionar la
información que les sea solicitado por los usuarios del servicio,
respecÍo de éste. " (Lo destacado es nuestro).

De esta manera, y para los efectos de la interpretación de la citada Ley No. 6 de 2002, se han

establecido las siguientes definiciones:

"Artículo L Pora los efectos de la aplicación e interPrelación de

esta Ley, los siguientes términos se de.finen así:

5. Información confidenciol. Toclo tipo de información en

manos de agentes del Eslado o de cualquier institución
pública que tenga rclevdncio con respecto a los datos
médicos y psicológicos de las personas, la vida íntima de

los parliculares, incluyendo sus asunlos fomiliares,
actividades marilales u orientación sexual, su histr¡rial
penal y policivo, su correspondencia y conversaciones
telefonicas o aquellas mantenidos por cuolquier otro
medio audiovisual o electrónico, así como la información
perlinen¡e a los menores de edud. Para efectos de esta
Ley, también se considera como confidencial kt
información conlenido en los regislros indivi¡luales o
expedientes de personal o de recursos humanos de los

funcionarios.
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6. Información de acceso libre. Todo tipo de información en
manos de dgenlcs del Estado o de cualquier institución
público que no tenga restricción.

7. Información de acceso restringido. Todo tipo de
información en manos de agentes del Estado o de
cualquier institución pública, cuya divulgación hoya sido
circunscrila únicamente a los funcionarios que la deban
conocer en razón de sus atribuciones, de acuerdo con la
l"y.

De lo anterior, se desprende la obligación por parte de las entidades del Estado, de brindar a
cualquier persona que lo requiere la información sobre el funcionamiento y las actividades
que desarrollan. exceptuando las inlbrmaciones que hayan sido clasitlcadas de carácter
conlldencial y de acceso restringido2.

Por su parte, el artículo 13, ibídem establece claramente, el tratamiento de toda información
confidencial, de la siguiente manera:

"Arlículo 13. La información defnida por la presenle Ley crtmo
confidencial no podrá ser divulgada, bajo ninguna circunsÍancia,
por ogentes del Eslado. En el coso de uue lo informackin de
carácler confidencial seo Darte de nrocesos iudit'iales. las
autoridodes comDe te ntes tomorán las provisioncs dehidos oara
oue dicha inlbrmación se mlnlenso reservada I' lerura acceso u
e lla únicamcnte las nartcs inw¡lucradus en el Dntc'aso resneclitt¡"
(Lo destacado es nuestro).

Del articulo previamente citado, se desprende con claridad que la Ley No. 6 de 2002, va a
salvaguardar en todo momento el derecho humano a la intimidad y a la privacidad,
prohibiendo en términos absolutos su divulgación, y que su acceso sea únicamente para las
pafes involucradas en el proceso respectivo.

En concordancia con [o anterior, la Ley No. 81 de 26 de marzo de 20l9 "Sohre protección
de Dstos Personqles " señala dentro de los principios generales que rigen para la protección
de datos de carácter personal, el principio de la confidencialidad, de acuerdo a lo establecido
en el numeral 7 del artículo 2 de la citada Ley.

"Artículo 2. Los principios generales en los urules se inspiran y
rigen la prolección de da¡os de cardcter personal, en cuonlo a
interpretación y aplicación de las normativas son:

7. Principio de ConJidencialidad. Todas las personas r1ue

inlervengan en el trdlqmiento de dalos personales eslán
obligadas a guardar secrelo o confidencialidad respeclo
a eslos. lncluso cuarulo hayon.finalizado su relación con

'? Cfr. Aniculo 8 de la Ley No. 6 de 2002
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el titulor o responsable del trotamiento de dotos,
impidiendo el acceso o uso no oulorizado"

Para fi¡alízar, nos permitimos citar el criterio vertido por este Despacho, a través de la Nota
C-171-23 de 23 de noviembre de 2023, en cuanto a la protección de datos personales.
Veamos:

"Let Ley sobre Pro¡ección de Datos Personales dicta los
'principios, derechos, obligaciones y procedimientos que regulon
la prolección de dalos personales', entendiendo como tal a
cuolquier información que identifica o hace idenlificable a los
personos naluroles. lgualmente atlvierte, que quienes efectúen el
lralamienlo de dalos, conforme esta definición el concepto en el
numeral 20 del articulo l de la Ley sobre Protección de Dalos
Personales, que deberán hacerlo 'en los términos previstos en
esla Ley' y respe¡ondo 'el pleno ejercicio de los derechos
funclomenloles de k¡s titulores de los dotos'.

Para lo cuol, el artículo 7 de dicha excerla legal, ordena ul
responsable del tralamiento de dotos implantar 'protocolos,
procesos y procedimientos de gestión y transferencia segura,
prolegiendo los derechos de los titulares sobre sus datos bujo
preceplo de esta ley'. En concordancia, el artículo 36 del Decrekt
Ejecutivo No. 285 de l8 de moyo de 2021 ahondo en la seguridatl
indicarulo que en la determinación de las medidos que gatanticen
la confidencialidad, integridod, disponibilidad y resilienciu
permanente, debe cuidarse el riesgo que represcnten para los
derechos humanos y libertodes de los titulares"

[,o expuesto hasta aquí, nos perrnite arribar a las siguientes consideraciones:

Que el artículo 496 del Código Judicial, en concordancia con el artículo 70 de ta Ley
3 8 de 3 I de j ulio de 2000, establece quiénes podrán tener acceso al expediente, y, por
lo tanto, solicitar copias y/o certificaciones de los documentos que reposen en el
expediente. siempre que no se trate de información confidencial o de reserva por
razones de interés público, o que pueda afectar la honra o el prestigio de las partes
interesadas:

2. Que la Ley No. 6 de 22 de enero de 2002 "Que dicla normas para lo lransparencio
en la gestión pública, establece la acción de Habeas DaÍa y dicta otros
disposiciones", establece en su artículo 8 la obligación por parte de las entidades del
Estado, de brindar a cualquier persona que lo requiere la información sobre el
funcionamiento y las actividades que desarrollan, exceptuando las informaciones que
hayan sido clasificadas de carácter confidencial y de acceso restringido;

3. Que las autoridades competentes tomarán las provisiones debidas para que [a
información confidencial que es parte de un proceso judicial, se mantenga resérvada
y tenga acceso a ella, únicamente las partes involucradas en el proceso respectivo.
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Por todo lo antes expuesto, esta Procuraduría concluye y es del criterio jurídico que los
servidores públicos, están obligados a expedir certificaciones sobre cualquier documento o
infbrmación que repose dentro de expedientes que custodien, exceptuando aquella
inlormación que hayan sido clasificada de carácter confidencial y de acceso restringido: y
por lo tanto, dichas autoridades deber¿in tomar las provisiones debidas para que la
infbrmación confidencial que es parte de un proceso judicial, se mantenga reservada y tenga
acceso a ella, únicamente las partes involucradas en el proceso respectivo.

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiterándole que la orientación que aquí
extemamos no constituye un pronunciamiento de fondo, o un dictamen jurídico concluyente
que determine una posición vinculante para con esta Procuraduria, en cuanto al tema objelo
de consulta.

Alentamente.
EDA
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